
EDITORIAL

"LA DEMOCRACIA, SI ES CONSECUENTE, NO PUEDE

DISFRUTAR LAS VENTAJAS DEL TOTALITARISMO".

CAMUS

La expedición y ejecución del denominado estatuto de seguridad
-decreto 1923 de 1978- por parte del Ejecutivo ha suscitado un'a
amplia controversia a nivel nacional, la cual se ha polarizado nítida
y rápidamente: por una parte, los altos funcionarios del Gobierno
y la prensa adicta, quienes lo defienden con diferencias de matiz que
van desde la entusiasba apología hasta la aceptación como un mal
necesario de carácter transitorio; de otra parte, un vasto sector de
opinión que considera que el estatuto es peligroso para las liberta-
des públicas o francamente atentatorio de elbas. El estatuto de segu-
ridad ha sido propugnado como instrumento irreemplazable para
combatir algún tipo de crimina:lidad común -generalmente vinculada
con el tráfico de drogas y el secuestro-, la subversión y el terroris-
mo. Como cont-rapartida, se impugna fundamentalmente dicho regla-
mento porque muchas de sus disposiciones abren vía expedita para
que las autoridades conculquen elementales derechos como la vida,
la integridad personal, todos los que se relaci01llan con la intimidad,
las garantías procesales, la jurisdicción natural, etc.

No se trata de repetir aquí los argumentos que en pro y en con-
tra del referido estatuto se han formulado. Cuestión más importante
es llamar la atención acerca de un argumento especioso que ha rei-
terado el alto Gobierno y buena parte de los editoria:listas y colum-



nistas de la liomuula prensa aficial, pues descubre el fundamenta ú~
tima no antes canfesada que respaldó tada la legislación de estada
de sitia desde hace muchas añas atrás y cuya culminación ascen-
dente es precisamente el referida estatuto de seguridad.

La apasición 'al estatuto, expresada par diferentes sectores de opi-
nión pública nacianal e internacianal par cansiderarla lesivO' a peli-
grasa para las derechas humanas, hio. [orzado a sus defensares a
plantear la siguiente cuestión: quienes reclaman respeta para las de-
rechas humanas de las delincuentes alvidan los derechas humanas
de las víctimas oiolados por esas delincuentes; para defender las de-
rechas de ellas ha sulo expedida, precisamente, el estatuto de segu-
ridad. Esa pasición gubernamental invierte, en su favar, la que ha
eulo cancepción clásica de las libertadee políticas, vale decir, que ellas
se definen y afirman frente a las gabernantes y que par esa misma
su deber fundamental es "prateger a tadas las persanas residentes
en Colambia, en sus vidas, honra y bienes" (ort. 16 Canst.). La
preacupación canstante de CARRARA, viviente en tadas sus pági-
nas, es la canstrucción de un derecha penal pratectar del ciudadana
inocente; ese ideariO' se ha pervertida y no resulta ext'1'aña air de
juri'stas sedicentes liberales hablar de "un derecha penal protector
del delincuente". ¿CómO' no esperar entances que quien manipula el
pader se aprapie de semejantes argumentas? El deber de camb'atir
la delincuencia campete fundamentalmente al Estada; las particu-
lar es, sálo como manifestación de eleoodas exigencias éticas de so-
lidaridad humana -en veces positivizadas en el ardenamienta jurí-
d'¿ca- deben coadyuvar esa urgente empresa entendida en su prís-
tina significación de erradicar a al menas atemperar los devasta-
dores efectas de la criminalidad actrulal. Pera en manera alguna
puede transferirse el gravamen en arme que supone esa función a
las particulares, y menas invacanda la necesidad de garanti;;jar unas
derechas que no san canculcadas por el ciudadano inocente sino por
el criminal, único contra el cual está legitimada el Estado paro. di-
regir su tarea represiva (en ba instrucción, el juicio y la ejecu-
ción del fallo). Es cierto que las víctimas tienen derechos, pero no
lo es menas que los tienen has personas honestas, y los de aquéllas
no se defienden ni restituyen lesionando a suprimiendo los de los
inocentes. Na todo el que soporta la acción represiva del Estado es
un delincuente, aunque se ha vuelta cosa corriente equiparar sos-
pecha y certeza para fines policivos e inv estigativ os; y se recurre
al alegato de la defensa de los derechos humanos de las vícti'nJ,as
para traslapar las violaciones de los derechos humanos de muchas

"personas inocentes en la desenfrenada carrera por ofrecer a la opi-
nión pública resultados acentuadamente efectistas, cuando no se tra-
ta en verdad, muchas veces, de escamotear una descarad'a represión
de grupos opositores.

Si toda la anteriar es el precia que cuesta combatir la delincuen-
cia, valga entonces recordar que el Sumo Sacerdote Anás senten-
ciaba: "Conviene que muera un sala hambre por el pueblo". Si se
apina que el Estado puede descargarse de sus responsabilidades en
su lucha contra el crimen transfiriéndobas a ciudadanos que pagan
con sus libertades dicho precio; si se afirma que vale más cande-
nar un inocente que absalver un culpable; si se piensa que todas
esas casas constituyen una desgraCÍ'a pero que ellas no acurren par
la contingencia que se deriva de la imperfección de las abras hu-
manas sino por el principio de que es necesario que los inacentes
paguen el precia sacial enorme que significa cambatir la delincuen-
cia, entonces ya no podremos hablar de un sistema democrático
porque en ese tal sistema la justicia ya ha sido infamada al cubrirla
con la vestidura meramente espectacular de la eficacia.
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